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Concepto 5668
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauraron los ciudadanos NICOLÁS PÉREZ GALEANO, JULIÁN ANDRÉS ARIZA TOPAHUESO, JUAN CAMILO POLANÍA BOBADILLA Y SANDRA JANETH ALARCÓN, contra el artículo 1948 (parcial) del Código Civil (adoptado por el artículo 1º de la Ley 57 de 1887), cuyo texto se transcribe a continuación, subrayando lo demandado:
“CÓDIGO CIVIL
[…]

Artículo 1948.— El comprador contra quien se pronuncia la rescisión podrá, a su arbitrio, consentir en ella, o completar el justo precio con deducción de una décima parte; y el vendedor, en el mismo caso, podrá a su arbitrio consentir en la rescisión, o restituir el exceso del precio recibido sobre el justo precio aumentado en una décima parte.

No se deberán intereses o frutos sino desde la fecha de la demanda, ni podrá pedirse cosa alguna en razón de las expensas que haya ocasionado el contrato.”.                                                                 

1. Planteamiento de la demanda

Los accionantes consideran que la norma parcialmente demandada vulnera los artículos 2º y 13 de la Constitución Política, así como la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 24) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 26). Como fundamento de lo anterior, señalan que la norma parcialmente acusada prevé dos supuestos de hecho en los que, de cualquier manera, se afectará injustificadamente el patrimonio del vendedor independientemente de si éste se ha beneficiado o se ha visto perjudicado por la ocurrencia de la lesión enorme. 
Para desarrollar el cargo los accionantes explican, en primer lugar, el alcance de la disposición parcialmente impugnada de la siguiente manera:  

· En aquellos eventos en los que el vendedor es víctima de la lesión enorme porque el precio recibido es inferior a la mitad del justo precio del bien sobre el cual recae el contrato de compraventa (art. 1947 del Código Civil), el comprador podrá completar el justo valor de la cosa con deducción de una décima parte (art. 1948 del Código Civil). Así las cosas, los accionantes sostienen que en esta hipótesis el vendedor verá afectado su patrimonio porque recibirá un monto inferior al justo precio de la cosa vendida. 
· Por otro lado, si el comprador es quien sufre la lesión enorme porque el precio que paga supera el doble del justo precio (art. 1947 del Código Civil), el vendedor puede restituir el exceso del precio recibido, aumentando una décima parte (art. 1948 del Código Civil). De conformidad con esto, a juicio de los demandantes, nuevamente se afectará el patrimonio del vendedor debido a que deberá pagar un valor superior al justo precio de la cosa vendida. 

Por lo anterior, manifiestan los accionantes que “encontramos entonces dos grupos de personas, frente a las cuales la ley da un trato diferenciado, (i) quienes fungen como vendedores; y (ii) quienes fungen como compradores, en el contrato de compraventa”, lo cual a su juicio, implica que “el vendedor está obligado a soportar en ambos eventos [cuando es víctima o cuando se beneficia de la lesión enorme] una carga patrimonial, a la que no está obligado […] y que además carece de justificación […] Dicha carga consiste […] en que [el vendedor] como afectado deba recibir el justo precio disminuido en una décima parte, y como trasgresor, deba restituir el la [sic] suma que excede el justo precio aumentada en una décima parte” 
. 
En suma, para los demandantes: (i) el Legislador otorga un trato discriminatorio en perjuicio del vendedor debido a que no persigue un fin legítimo porque “termina beneficiando a una de las dos partes” en tanto que le da un tratamiento más gravoso al vendedor, a pesar de que se encuentra en una situación de igualdad frente al comprador. (ii) Adicionalmente, el medio elegido por el Legislador no es necesario porque, desde su perspectiva, sancionar en todos los casos al vendedor genera inseguridad jurídica e inequidad y, además de eso, no es idóneo porque no contribuye a cumplir con los fines esenciales del Estado previstos en el artículo 2º Superior. (iii) Finalmente, los fragmentos demandados del artículo 1948 del Código Civil, son desproporcionados porque afectan gravemente el principio de igualdad y no buscan la consecución de objetivo constitucional alguno.       
Como consecuencia del desconocimiento del principio de igualdad, aseguran los actores que también se quebranta el Preámbulo, así como los fines esenciales del Estado (art. 2º de la Constitución). Desde su punto de vista, la disposición parcialmente impugnada es injusta toda vez que impone una carga más pesada sobre los hombros del vendedor y, en consecuencia, se privilegia sin motivo la posición del comprador de un contrato de compraventa civil de inmuebles.     
 2. Problema jurídico

Corresponde establecer si los apartes demandados del artículo 1948 del Código Civil, al disponer que el vendedor (i) en caso de ser víctima de la lesión enorme podrá recibir el valor faltante para completar el justo precio con una deducción de una décima parte; y (ii) en caso de lesionar enormemente al comprador podrá restituir el exceso del precio recibido aumentando una décima parte; resultan contrarios al principio-derecho a la igualdad (art. 13 constitucional), al Preámbulo y a los fines esenciales del Estado (artículo 2º de la Constitución Política).  

3. Análisis constitucional

Esta Jefatura considera que la norma acusada es constitucional porque no quebranta el principio de igualdad, así como los fines del Estado y el Preámbulo de la Constitución. Para sustentar esta conclusión, esta Vista Fiscal analizará, en primer lugar, el alcance e interpretación de la disposición impugnada. Posteriormente, y con fundamento en esta primera parte, se resolverá el caso sub examine. 

3.1. La interpretación del primer inciso del art. 1948 del Código Civil y el principio pro actione

No sobra recordar que el control abstracto de constitucionalidad, especialmente aquel que se activa con una acción pública de inconstitucionalidad, parte de la base de que el juez constitucional tiene el deber de comparar las normas constitucionales supuestamente infringidas con la disposición demandada y, de conformidad con esto, determinar si son compatibles o no. Aunque a primera vista este ejercicio puede parecer sencillo, es preciso resaltar que para efectuar el cotejo mencionado entre las dos normas jurídicas es necesario, de manera previa, determinar el alcance y contenido tanto de la norma superior como de la disposición analizada. 

Descendiendo estas consideraciones al caso bajo estudio, esta Jefatura considera que es necesario analizar si la interpretación que de la norma acusada realizan los demandantes, es correcta. Este punto es particularmente relevante porque de no ser así, el cargo construido carecería del presupuesto de certeza para lograr un pronunciamiento de fondo de la Corte Constitucional
, en tanto que la proposición sobre la cual recae la demanda no sería real y existente, sino más bien, producto de una lectura subjetiva de los actores.
Para desarrollar este objetivo, esta Vista Fiscal estima oportuno transcribir nuevamente la disposición acusada y, posteriormente, se examinará la interpretación de los actores frente a otras posibles lecturas del artículo 1948 del Código Civil: 

“Artículo 1948.— El comprador contra quien se pronuncia la rescisión podrá, a su arbitrio, consentir en ella, o completar el justo precio con deducción de una décima parte; y el vendedor, en el mismo caso, podrá a su arbitrio consentir en la rescisión, o restituir el exceso del precio recibido sobre el justo precio aumentado en una décima parte” (se subrayan las expresiones demandadas).
Para los demandantes el artículo mencionado debe interpretarse de la siguiente manera: 
a) Si es el vendedor quien sufre la lesión porque recibió menos de la mitad del justo precio del bien, el comprador podrá, a su arbitrio, decidir que se mantenga el contrato restaurando, en lo posible, el equilibrio contractual. En ese sentido, éste deberá pagar la diferencia entre el justo precio y lo pagado, con una deducción del 10% del justo valor. Para ilustrar esta interpretación, los demandantes proponen el siguiente ejemplo: 

· Un comprador adquiere un bien inmueble en $49. Sin embargo, el justo precio de la cosa es de $100. Esta desproporción afecta al vendedor. 

· Ante esta situación, el adquirente, después del proceso judicial respectivo, podrá decidir la no rescisión del contrato de compraventa. Para esto, deberá pagar la diferencia entre el justo precio deducido en un 10%  y el valor pagado, ($100-$10 = $90*; $90-$49 = $41). 

b) Por su parte, si quien sufre la lesión es el comprador -en la medida en que el justo precio de la cosa es inferior a la mitad de lo que pagó por ella
-, el vendedor podrá a su arbitrio no consentir en la rescisión del acto jurídico y, en consecuencia, éste deberá restituir la diferencia existente entre el precio pagado y el justo precio, aumentando un 10% calculado sobre la diferencia resultante. Para ilustrar esta interpretación, los demandantes proponen el siguiente ejemplo: 

· Un vendedor recibe $201 como contraprestación de la enajenación de un bien inmueble cuyo justo precio es de $100. Esta desproporción afecta al comprador. 
· Ante esta situación, el enajenante podrá decidir que el contrato no se rescinda. Para esto, deberá restituir la diferencia entre lo recibido y el justo precio, con un incremento del 10% calculado sobre esta diferencia o exceso ($201-$100 = $101; $101+$10( = $111). 
Teniendo clara la lectura que los demandantes realizan sobre la norma parcialmente impugnada, es preciso decir que esta Jefatura no la comparte por la siguiente razón: tanto la jurisprudencia, como la doctrina del derecho civil más relevante sobre la materia, tiene otra interpretación diferente, que a juicio de esta Vista Fiscal, puede ser razonablemente deducida del texto del artículo parcialmente impugnado. 

En efecto, múltiples doctrinantes de diversas épocas
, así como la jurisprudencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia
, coinciden en señalar que la lectura correcta del primer inciso del artículo 1948 del Código Civil es la siguiente:  
a) De manera similar a lo anotado por los accionantes, en el evento en el que el vendedor sea el lesionado, el comprador deberá completar el justo precio con una deducción del 10% del justo precio. Así las cosas, el ejemplo planteado por los demandantes, para este primer caso es idéntico. 

b) Sin embargo, la interpretación de los escenarios en los cuales el comprador es el afectado por la lesión, es diferente. En efecto, sostiene la doctrina y la jurisprudencia que, para mantener el negocio, el vendedor deberá restituir la diferencia entre lo pagado y el justo precio aumentado en un 10%. Esta décima parte se calcula no sobre la diferencia (como sostienen los actores) sino sobre el justo precio. Para continuar con el ejemplo que propusieron los actores se tiene lo siguiente: 

· Un vendedor recibe $201 como contraprestación de la enajenación de un bien inmueble cuyo justo precio es de $100. Esta desproporción afecta al comprador. 

· Ante esta situación, el enajenante podrá decidir que el contrato no se rescinda. Para esto, deberá restituir la diferencia entre lo recibido y el justo precio incrementado en un 10% ($201-$110* = $91).
Como se dijo anteriormente, esta interpretación se deduce razonablemente de la disposición acusada. En efecto, como advierte la doctrina, “equivocadamente se interpreta la norma en el sentido que la restitución […] es la del exceso recibido aumentando en la décima parte; y eso no es cierto”
. 
Esta Jefatura considera que esa lectura efectivamente no es cierta si se lee con detenimiento la norma demandada: 

“Artículo 1948.— El comprador contra quien se pronuncia la rescisión podrá, a su arbitrio, consentir en ella, o completar el justo precio con deducción de una décima parte; y el vendedor, en el mismo caso, podrá a su arbitrio consentir en la rescisión, o restituir el exceso del precio recibido sobre el justo precio aumentado en una décima parte” (subrayado fuera del original).

Nótese que la expresión “aumentado en una décima parte” se encuentra a continuación del término “justo precio”. Por lo tanto, es posible inferir que el aumento del 10% se predica de éste. Por oposición, si este incremento se refiriese al exceso (como sostienen los accionantes) debería haber “un signo de coma en seguida de las palabras ‘justo precio’, [en cuyo caso] sería evidente que el aumento en la décima parte se estaría refiriendo al exceso sobre el justo precio, y no al justo precio mismo; pero […] no figura el signo de coma allí”
.  
 
Una vez aclarada la interpretación adecuada de los apartes impugnados –que no se compadece con la lectura de los accionantes-, se podría concluir que la demanda carece del requisito de certeza del cargo y se impondría un pronunciamiento inhibitorio. No obstante, en virtud del principio pro actione, en el siguiente apartado esta Jefatura analizará si la interpretación razonable de los fragmentos acusados es compatible con la Constitución Política.   
3.2. El análisis de constitucionalidad

Como se observa de la conclusión anterior, tanto en los casos en los cuales quien lesiona es el comprador, como en aquellos en los que quien afecta a la otra parte del contrato es el comprador, hay un detrimento patrimonial para el lesionado. En efecto: 

· Si el lesionado es el enajenante porque recibió menos de la mitad del justo precio de la cosa vendida, el comprador podrá completar el valor faltante que resulta de la diferencia entre el justo precio deducido en una décima parte y lo pagado. En esta hipótesis, el vendedor verá afectado su patrimonio porque recibirá una suma menor al justo precio de la cosa vendida (concretamente un 10%). 

· Si el afectado es el adquirente porque pagó el doble del justo precio de la cosa vendida, el vendedor podrá restituir la diferencia entre lo pagado y el justo precio aumentado en una décima parte. En este supuesto, el comprador  verá afectado su patrimonio porque no se le restituirá la diferencia exacta entre lo que pagó y el justo precio, sino un monto menor (concretamente un 10%).    
Nótese que en los dos posibles eventos de la lesión enorme, en caso de que la parte que lesiona (sea el comprador o el vendedor) decida persistir en el negocio, se afectará el patrimonio del lesionado (en el primer caso el del vendedor y en el segundo el del comprador). En ese sentido, el cargo relacionado con el principio de igualdad no está llamado a prosperar, porque las dos partes (que prima facie están en pie de igualdad) reciben un mismo tratamiento por parte de la disposición parcialmente acusada, con lo cual, lejos de incumplir la Constitución, en este caso el Legislador garantizó el mandato contenido en el inciso 1º del artículo 13 constitucional, consistente en dar un tratamiento semejante a los sujetos ubicados en un plano de igualdad. 
Ahora bien, en este punto podría surgir la siguiente pregunta: ¿cuáles son las razones que explican que en los dos supuestos se afecte el patrimonio del lesionado y no el del contratante que lesiona? Para esta Jefatura existe una razón constitucional que justifica esta situación y se refiere al libre desarrollo de la personalidad de las partes (art. 16 de la Carta Política). 
En efecto, de manera constante la jurisprudencia constitucional
, así como la civil
, coinciden en asegurar que en el ordenamiento jurídico nacional no está prohibido que los involucrados en uno de los actos jurídicos en los que según la Ley deben observarse las reglas de la lesión enorme
, obtengan una ventaja, ganancia o lucro. En ese sentido, la institución de la lesión enorme no busca “la mera reciprocidad formal entre las obligaciones contraídas”
, sino que reprocha la excesiva desproporción definida en el artículo 1947 del Código Civil
. 
Si esto es así, es posible afirmar que cuando existe una desproporción enorme en los términos del citado artículo (bien sea porque el vendedor recibe menos de la mitad del justo precio o porque el adquirente paga más de la mitad del mismo), se parte del supuesto de que la intención de las partes al momento de celebrar el acto respectivo (art. 1618 del Código Civil
), era que la cosa, en el caso del contrato de compraventa, se transferiría por un valor diferente (mayor o menor) del justo precio, con el correlativo beneficio de una de las dos partes. Ocurre sin embargo, que si esta diferencia del precio acordado en relación con el justo precio es irrazonable o enorme (art. 1947 del Código Civil), el negocio puede rescindirse o mantenerse si quien lesiona así lo decide. En este último supuesto, en caso de que el negocio subsista (principio favor negotii) y atendiendo a la intención de las partes de aceptar una ventaja en el patrimonio de uno de los contratantes (y una correlativa afectación del otro), el Legislador trata –en lo posible- de mantener esa intención de lucro en cabeza del contratante que lesiona. 

Así las cosas, si quien lesiona es el comprador porque pagó menos de la mitad, es clara la intención de las partes de que el adquirente tuviera un beneficio económico o lucro al comprar una cosa por debajo de su justo precio. En el mismo sentido, si quien afecta a la otra parte es el vendedor por haber recibido más del doble del justo precio, puede afirmarse que los contratantes libremente aceptaron la ventaja en favor del enajenante
. No obstante, en tanto que la desproporción es odiosa porque supera los límites de lo razonable, se prevé la posibilidad de mantener el negocio, pero respetando esa voluntad de lucro: en el primer evento (vendedor afectado) dando una ventaja económica del 10% al comprador y, en el segundo (comprador lesionado) otorgando una ventaja del mismo porcentaje al vendedor. 
Este respeto por la voluntad de las partes está directamente relacionado con el derecho al libre desarrollo de la personalidad (art. 16 de la Carta Política). En efecto, el principio de la autonomía de la voluntad privada, que en buena parte es el fundamento primero de los actos jurídicos, es una expresión del derecho a la autonomía individual en el derecho civil. Así, por regla general, los acuerdos libres a los que lleguen las personas cuando negocian y confeccionan un contrato (art. 1602 del Código Civil), suponen una concreción del derecho al libre desarrollo de la personalidad, porque los contratantes de manera voluntaria y en uso de su autonomía deciden obligarse. En ese mismo sentido, la intención de las partes (por ejemplo, obtener un lucro para una de ellas) es también producto de esta autonomía personal, siempre y cuando se respeten los derechos de los demás y el ordenamiento jurídico (art. 16 Superior). Como consecuencia de todo lo anterior, es posible asegurar que el respeto de esta voluntad de las partes de acuerdo con la cual una de ellas obtiene un lucro (con la correlativa disminución patrimonial de la otra) porque se pactó un precio diferente al justo precio de la cosa, se manifiesta, en el caso de la disposición parcialmente demandada, en que permite mantener viva la intención de establecer una ventaja económica razonable a favor del contratante que inicialmente gozaba de tal beneficio, con lo cual se garantiza simultáneamente el libre desarrollo de la personalidad cristalizado en la intención de quienes intervienen en el acto jurídico respectivo (art. 1618 del Código Civil).             
En suma, la interpretación correcta de la norma parcialmente impugnada, no sólo no es inconstitucional, sino que además es una expresión válida del derecho al libre desarrollo de la personalidad de los contratantes. 
4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que declare la EXEQUIBILIDAD de las expresiones demandadas del artículo 1948 del Código Civil. 
De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/VBR
� Sobre este punto, afirman los accionantes que el cobro de una sanción al vendedor en los dos eventos de la lesión enorme (cuando es víctima o cuando afecta al comprador), quebranta la teoría objetiva de la lesión enorme, según la cual, la configuración de este fenómeno se verifica únicamente por medio de un cálculo aritmético cuyo fin es determinar la desproporción de lo pagado frente al justo precio, es decir, no es necesario analizar la buena o mala fe de las partes. Sin embargo, aseguran que al sancionar en cualquier caso al vendedor implica aceptar que “la responsabilidad de haberse producido la desproporción aritmética en el contrato, reca[e] únicamente sobre él; desestimando una vez más la Teoría objetiva en materia de Lesión enrome [sic]”.  


� Cfr. Decreto 2067 de 1991 (art. 2º) y sentencia C-1052 de 2001 (M.P. Manuel José Cepeda). 


* Este valor es el resultado de restarle al justo precio ($100) una décima parte ($10). 


� Esto mismo puede ser expresado así: el comprador sufre la lesión si paga más del doble del justo precio del bien. 


( Este valor corresponde a una décima parte de la diferencia entre lo pagado y el justo precio de la cosa. 


� Sobre este punto es pertinente anotar que la redacción del artículo 1948 demandado, es idéntica a la del artículo 1890 del Código Civil chileno que, como es bien conocido, fue el modelo que sirvió de inspiración a los redactores del Código Civil nacional. Por esta razón, para esta Jefatura resulta conveniente acudir a la literatura jurídica de ese Estado. Así, uno de los autores más prominentes de esa tradición jurídica, el profesor Luis Claro Solar, explicaba lo siguiente: “El comprador y el vendedor pueden, en su caso respectivo, atajar la rescisión completando el precio o restituyendo el exceso con deducción de una décima parte. Esta idea de reducir el justo precio de la cosa en una décima parte fué [sic] indicada por Napoleón en la discusión del título de la compraventa […]” (resaltado fuera del original). Luis Claro Solar, Explicaciones de Derecho Civil Chileno y Comparado, Tomo XI, Vol. 2, Imprenta Nascimento, Santiago de Chile, 1937, p. 246. Sobre el mismo punto puede verse en la doctrina nacional, entre otros a: Fernando Hinestrosa, Derecho Civil Obligaciones, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 1969, p. 251; José Alejandro Bonivento Fernández, Los principales contratos civiles y su paralelo con los comerciales, Ediciones Librería del Profesional, Bogotá, 2002, p. 98 y César Gómez Estrada, De los principales contratos civiles, Editorial Temis, Bogotá, 2008, pp. 144 y 145.          


� Sobre el particular pueden verse, entre otras, las siguientes providencias: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 13 de diciembre de 2001, expediente 6480 (M.P. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo) y Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 5 de diciembre de 2011, referencia 25269-3103-002-2005-00199-01 (M.P. William Namén Vargas).  


* Este valor es el resultado de aumentar una décima parte al justo precio. En el caso planteado se incrementan $10 al justo precio de la cosa que es de $100.


� José Alejandro Bonivento Fernández, ob. cit., p. 98.


� César Gómez Estrada, ob. cit., p. 145. Se reitera en este punto, que esta ha sido la interpretación pacífica de este artículo, tanto por la doctrina como por la jurisprudencia civil. 


� Cfr. Sentencia C-222 de 1994 (M.P. Antonio Barrera Carbonell). 


� Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 16 de julio de 1993, expediente 3269 (M.P. Nicolás Bechara Simancas).


� Estos actos son: compraventa civil de bienes inmuebles (art. 1946 del Código Civil), permuta de inmuebles (art. 1958 del Código Civil), aceptación de herencia (art. 1291 del Código Civil), partición de la herencia (arts. 1401 a 1410 del Código Civil), cláusula penal (art. 1601 del Código Civil), mutuo con interés (art. 2231 del Código Civil), hipoteca (art. 2455 del Código Civil) y anticresis (art. 2466 del Código Civil).  


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 8 de junio de 1999, expediente 5127 (M.P. Carlos Esteban Jaramillo Schloss). En el mismo sentido puede verse, de esa misma Corporación, la sentencia del 9 de diciembre de 1999, expediente 5368 (M.P. Manuel Ardila Velásquez) en la que se dijo que no es “posible -y quizá tampoco deseable-, lograr una igualdad absoluta de las prestaciones entre los contratantes”.


� Al respecto dice el artículo 1947 del Código Civil: “El vendedor sufre lesión enorme cuando el precio que recibe es inferior a la mitad del justo precio de la cosa que vende; y el comprador a su vez sufre lesión enorme, cuando el justo precio de la cosa que compra es inferior a la mitad del precio que paga por ella. El justo precio se refiere al tiempo del contrato”.


� El artículo 1618 del Código Civil establece: “Conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras”.


� Debe recordarse que la configuración de la lesión enorme obedece a un criterio eminentemente objetivo o aritmético (desproporción de la mitad o del doble del justo precio de la cosa: Cfr. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 9 de diciembre de 1999, expediente 5368 [M.P. Manuel Ardila Velásquez] y Corte Constitucional, sentencias C-222 de 1994 [M.P. Antonio Barrera Carbonell] y C-491 de 2000 [M.P. Alejandro Martínez C.]). Esto es particularmente relevante porque de la existencia de la lesión enorme, no se sigue necesariamente la presencia de, por ejemplo, un vicio del consentimiento que afecte la voluntad de uno de los contratantes, con lo cual puede concluirse válidamente que los contratantes conocieron y aceptaron que uno de ellos obtuviera una ventaja económica.  
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